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TESIS  JURISPRUDENCIAL 4/2015 (10a.) 

         
 

ARRAIGO LOCAL. LA MEDIDA EMITIDA POR EL JUEZ ES 
INCONSTITUCIONAL. La reforma constitucional a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 
21 y 22; 73, fracciones XXI y XXIII; artículo 115, fracción VII y la fracción XIII, del 
Apartado B, del numeral 123, todos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicada el 18 de junio de 2008, fue trascendente  para el 
sistema de procuración e impartición de justicia en materia penal, pues establece 
un nuevo modelo de justicia penal para pasar del llamado sistema mixto al 
acusatorio u oral. Además, introduce la figura del arraigo a través de la cual se 
permite limitar la libertad personal bajo ciertos requisitos que la propia Constitución 
señala en el artículo 16  párrafo octavo adicionado. En esta reforma se establece 
la procedencia del arraigo única y exclusivamente para delitos de delincuencia 
organizada, emitida por la autoridad judicial y a solicitud del Ministerio Público. 
Hay que subrayar que en la misma reforma se modificó la fracción XXI del artículo 
73, en la que se establece como competencia exclusiva de la Federación el 
legislar en materia de delincuencia organizada, quedando la facultad accesoria del 
arraigo como exclusiva de las autoridades federales, y su artículo décimo primero 
transitorio modifica temporalmente el alcance del arraigo hasta la entrada en vigor 
del sistema penal acusatorio federal, posibilitando la emisión de órdenes de 
arraigo en casos distintos a los de delincuencia organizada, en un lugar específico 
y por un término más limitado, para permitirlo en delitos graves, en el domicilio del 
indiciado y hasta por un máximo de cuarenta días. Sin embargo, este artículo 
décimo primero transitorio en ningún momento modifica la competencia federal 
para emitir una orden de arraigo, ni permite que los ministerios públicos o jueces 
locales emitan estas órdenes. La racionalidad del transitorio sólo se refiere a la 
entrada en vigor del sistema acusatorio a nivel federal, modificando las 
circunstancias materiales, de tiempo, modo y lugar para emitir la orden de arraigo, 
pero no modifica la competencia federal para hacer competentes a las autoridades 
locales para emitirla. Por ello, una orden de arraigo emitida por un juez local, 
solicitada por un ministerio público del fuero común, para el éxito de la 
investigación de un delito también local, no puede ser considerada constitucional, 
ya que ni el juez es autoridad competente para emitirla, ni el ministerio público 
para solicitarla, aun cuando el delito por el que se solicitó fuera considerado grave 
y en la Federación o en el Estado no haya entrado en vigor el sistema penal 
acusatorio.  
 
Amparo en revisión 164/2013. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza. 
 



Amparo en revisión 38/2014. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza. 
 
Amparo directo en revisión 2048/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Amparo directo en revisión 2049/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Amparo directo en revisión 2063/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 



TESIS  JURISPRUDENCIAL 5/2015 (10a.) 
        
 

ARRAIGO LOCAL. EFECTOS DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA 
MEDIDA EMITIDA POR EL JUEZ. EXCLUSIÓN DE PRUEBAS DIRECTA E 
INMEDIATAMENTE RELACIONADAS. Dada la inconstitucionalidad de una orden 
de arraigo emitida por un juez local, solicitada por un ministerio público del fuero 
común, para el éxito de la investigación de un delito también local, debe 
corresponder en cada caso al juzgador de la causa penal, como autoridad 
vinculada al cumplimiento, determinar qué pruebas carecen de valor probatorio por 
encontrarse directa e inmediatamente vinculadas con el arraigo, dado que dicho 
valor no se pierde en automático por la declaración de invalidez de la orden de 
arraigo. Es por ello que para los efectos de la exclusión probatoria, el juez de la 
causa penal deberá considerar aquellas pruebas que no hubieran podido 
obtenerse a menos que la persona fuera privada de su libertad personal mediante 
el arraigo, lo cual comprenderá todas las pruebas realizadas sobre la persona del 
indiciado, así como todas aquéllas en las que él haya participado o haya aportado 
información sobre los hechos que se le imputan estando arraigado. En este 
sentido, se constriñe al juez de la causa penal a que, mediante un auto que emita 
en la etapa procedimental en que se encuentre el juicio penal, determine qué 
pruebas deben ser excluidas de toda valoración, lo cual debe hacer del 
conocimiento de las partes en el juicio. 
 

Amparo en revisión 164/2013. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza. 

Amparo en revisión 38/2014. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza. 

Amparo directo en revisión 2048/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Amparo directo en revisión 2049/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 



 
Amparo directo en revisión 2063/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 6/2015 (10a.) 
 
RECONOCIMIENTO O IDENTIFICACIÓN DEL IMPUTADO DE MANERA 
PRESENCIAL EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. LA AUSENCIA DEL 
DEFENSOR GENERA COMO CONSECUENCIA LA INVALIDEZ DE LAS 
DILIGENCIAS RESPECTIVAS. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que en todas las actuaciones, diligencias y 
etapas del procedimiento penal en que participe directa y físicamente la persona 
imputada en la comisión de un delito, como podría ser la diligencia de 
reconocimiento a través de la Cámara de Gesell, se requerirá también la presencia 
y asistencia efectiva de su defensor para asegurar que formal y materialmente se 
cumplan los requisitos legales en su desarrollo, así como la salvaguarda de los 
derechos de defensa adecuada, debido proceso legal y obtención lícita de la 
prueba. Ello es así, conforme a la propia naturaleza del medio de prueba, el indicio 
que pudiera derivarse y sus implicaciones para la persona imputada penalmente. 
Por tanto, el incumplimiento de lo anterior, esto es, la ausencia del defensor en 
cualquier actuación, diligencia y etapa del procedimiento que requiera de la 
participación física y directa del imputado, traerá por consecuencia que deba 
declararse la nulidad de la identificación en que la persona imputada no estuvo 
asistida por su defensor, lo mismo que las subsecuentes que derivaron de ello, 
ante la ilicitud primigenia de la prueba de origen. 
 
Amparo directo en revisión 151/2014. 28 de mayo de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 341/2014. 11 de junio de 2014. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo directo en revisión 2391/2014. 10 de septiembre de 2014. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 2399/2014. 24 de septiembre de 2014. Unanimidad 
de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 



Amparo directo en revisión 2157/2014. 24 de septiembre de 2014. Unanimidad 
de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
José Alberto Mosqueda Velázquez. 



TESIS JURISPRUDENCIAL  10/2015 (10a.) 
   
RECONOCIMIENTO DEL INCULPADO A TRAVÉS DE LA CÁMARA DE 
GESELL. EN DICHA DILIGENCIA ES NECESARIA LA ASISTENCIA DEL 
DEFENSOR A EFECTO DE GARANTIZAR EL DERECHO A UNA DEFENSA 
ADECUADA. El derecho a una defensa adecuada, contenido en el artículo 20, 
apartado A, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008), consiste en que el inculpado tendrá derecho a 
una defensa, por medio de su abogado y a que éste comparezca en todos los 
actos del proceso, quien tendrá la obligación de hacerlo cuantas veces se le 
requiera, lo que se actualiza desde que aquél es puesto a disposición del 
Ministerio Público; esto es, desde la etapa ministerial deberá contar con la 
asistencia efectiva del profesional, entendiéndose como tal, la presencia física y la 
ayuda efectiva del asesor legal, quien deberá velar porque el proceso se siga con 
apego a los principios del debido proceso, y éste no sea viciado, asegurando a la 
postre el dictado de una sentencia que cumpla con los requisitos, valores y 
principios legales y constitucionales que permean en el debido proceso penal; lo 
que deberá observarse en todas aquellas diligencias o actuaciones y etapas 
procesales en las cuales es eminentemente necesaria la presencia del inculpado, 
en las que activa, directa y físicamente participe o deba participar, así como en 
aquellas en las que de no estar presente, se cuestionarían o pondrían gravemente 
en duda la certeza jurídica y el debido proceso. Esto es así, porque la defensa 
adecuada representa un derecho instrumental cuya finalidad es asegurar que el 
poder punitivo del Estado se desplegará a través de un proceso justo, lo que 
además busca asegurar que pueda tener garantizados en su integridad sus 
derechos fundamentales. Así, tratándose de la diligencia de reconocimiento que 
se lleva a través de la cámara de Gesell, como acto formal, en virtud del cual se 
identifica a una persona mediante la intervención de otra, quien al verla afirma o 
niega conocerla o haberla visto en determinadas circunstancias, y ser un acto en 
el cual participa físicamente de forma activa y directa el inculpado, resulta 
necesaria la presencia del defensor, para asegurar que material y formalmente se 
cumplan los requisitos legales en el desarrollo de tal diligencia; de lo contrario se 
dejaría en estado de indefensión a la persona que se acusa y, por ende, se 
violarían sus derechos fundamentales, al no existir la plena certeza jurídica de que 
efectivamente se presentaron los testigos o denunciantes, que lo reconocieron y 
que no fueron inducidos al efecto. 
 
Amparo directo en revisión 1424/2012. 6 de febrero de 2013. Cinco votos de los 
Ministros, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 2915/2013. 23 de octubre de 2013. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 



García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
Amparo directo en revisión 4532/2013. 19 de marzo de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de 
León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 341/2014. 11 de junio de 2014. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo directo en revisión 151/2014. 28 de mayo de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 26/2015 (10a.) 
         
 

DEFENSA ADECUADA EN MATERIA PENAL. LA FORMA DE GARANTIZAR 
EL EJERCICIO EFICAZ DE ESTE DERECHO HUMANO SE ACTUALIZA 
CUANDO EL IMPUTADO, EN TODAS LAS ETAPAS PROCEDIMENTALES EN 
LAS QUE INTERVIENE, CUENTA CON LA ASISTENCIA JURÍDICA DE UN 
DEFENSOR QUE ES PROFESIONISTA EN DERECHO. Conforme al parámetro 
de control de regularidad constitucional, que deriva de la reforma  al artículo 1º de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011,  que se configura por la 
observancia y aplicación de las normas constitucionales y de fuente internacional 
en materia de derechos humanos, así como la directriz de interpretación pro 
personae; el artículo 20, apartado A, fracción IX, del referido ordenamiento 
constitucional, texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el  18 de junio de 2008, debe interpretarse armónicamente con los 
numerales 8.2, incisos d) y e), de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y 14.3, incisos b) y d), del Pacto Internacional de los Derechos Civiles  y 
Políticos, así como el criterio contenido en la tesis aislada P. XII/2014 (10a.)¹, 
emitida por el  Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro: “DEFENSA ADECUADA DEL INCULPADO EN UN PROCESO PENAL. SE 
GARANTIZA CUANDO LA PROPORCIONA UNA PERSONA CON 
CONOCIMIENTOS TÉCNICOS EN DERECHO, SUFICIENTES PARA ACTUAR 
DILIGENTEMENTE CON EL FIN DE PROTEGER LAS GARANTÍAS 
PROCESALES DEL ACUSADO Y EVITAR QUE SUS DERECHOS SE VEAN 
LESIONADOS”, y la propia doctrina de interpretación constitucional generada por 
esta Primera Sala. Lo anterior, para establecer que el ejercicio eficaz y forma de 
garantizar el derecho humano de defensa adecuada en materia penal implica que 
el imputado (lato sensu), a fin de garantizar que cuente con una defensa técnica 
adecuada, debe ser asistido jurídicamente, en todas las etapas procedimentales 
en las que intervenga,   por un defensor que tenga el carácter de profesional en 
derecho (abogado particular o defensor público); incluso, de ser posible, desde el 
momento en que acontezca su detención. La exigencia de una defensa técnica 
encuentra justificación al requerirse de una persona que tenga la capacidad 
técnica para asesorar y apreciar lo que jurídicamente es conveniente para el 
imputado, a fin de otorgar una real y efectiva asistencia legal que le permita estar 
en posibilidad de hacer frente a la imputación formulada en su contra. Lo cual no 
se satisface si la asistencia es proporcionada por cualquier otra persona que no 
reúna la citada característica, a pesar de ser de la confianza del referido imputado. 
 
Amparo directo en revisión 1519/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 



Amparo directo en revisión 1520/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 2809/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 449/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José 
Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 3535/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  
 
¹Nota: La tesis aislada P. XII/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 5, Tomo I, abril de 2014, página 413. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 27/2015 (10a.) 
         
 

DEFENSA ADECUADA EN MATERIA PENAL. LA ILICITUD DE LA 
DECLARACIÓN RENDIDA POR EL IMPUTADO SIN LA ASISTENCIA 
TÉCNICO- JURÍDICA DE UN DEFENSOR PROFESIONAL EN DERECHO, NO 
ADMITE CONVALIDACIÓN. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de la Justicia 
de la Nación ha determinado que la violación al derecho humano de defensa 
adecuada, que se actualiza cuando el imputado (lato sensu) declara sin la 
asistencia jurídica de un defensor que tenga el carácter de profesional en derecho 
(abogado particular o defensor público), no puede concurrir con circunstancias que 
en apariencia la convaliden, de manera que transformen la realidad jurídicamente 
observable como si no hubiera acontecido. Lo cual implica que la declaratoria de 
ilicitud de la diligencia no debe supeditarse a actos posteriores que puedan 
interpretarse como el consentimiento o superación de la actuación que se realizó 
de forma contraria a derecho y que dejó en estado de indefensión al imputado. En 
consecuencia, la diligencia practicada en los términos resaltados, no deberá 
considerarse para efectos de valoración al dictar cualquier resolución por la que se 
determine la situación jurídica de la persona sujeta a un procedimiento penal, sino 
que tendrá que excluirse como medio de prueba, con independencia de su 
contenido. Por tanto, las autoridades no requieren realizar una evaluación a priori 
de la declaración del imputado para determinar si tiene efectos perjudiciales hacia 
la defensa o si vierte elementos de exculpación que pudieran beneficiarle, como 
para estimar que puede convalidarse la actuación si posteriormente es ratificada. 
Incluso, aún en el supuesto de que el imputado aportara elementos de 
exculpación, esta circunstancia de ninguna manera tiene el alcance de validar la 
ilicitud de la diligencia que se practicó en contravención al derecho humano de 
defensa adecuada. 

Amparo directo en revisión 1519/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1520/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 2809/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 



Amparo directo en revisión 449/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José 
Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 3535/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  



TESIS JURISPRUDENCIAL 14/2015 (10a.) 
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO 
FEDERAL ES COMPETENTE PARA LEGISLAR SOBRE ESA MATERIA. La 
extinción de dominio es una institución que involucra cuestiones de derecho penal, 
civil e incluso, administrativo; de ahí que la competencia de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal para legislar sobre esa materia está contenida en el 
artículo 122, Base Primera, fracción V, inciso h), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ya que el ejercicio de la función legislativa en el 
Distrito Federal, en la parte que se encomienda a dicha Asamblea, corresponde a 
un régimen expreso y cerrado de las facultades enumeradas en la fracción V 
referida, que deberá ejercer en términos del Estatuto de Gobierno, en el entendido 
de que tales facultades no deben formularse necesariamente de forma literal, pues 
el régimen de facultades expresas que prevalece en nuestro orden jurídico, no 
puede llevar al extremo de exigir que en un solo precepto o con determinadas 
palabras se establezcan las atribuciones de la autoridad. Así, la “extinción de 
dominio” no es propiamente una materia cuya regulación, en su literalidad, deba 
asignarse a un órgano legislativo para entender que solamente si se encuentra 
expresamente así atribuida al órgano correspondiente pueda afirmarse su 
competencia legislativa, pues debe tomarse como referencia su naturaleza, que 
conjuga elementos del derecho penal, civil y administrativo, siendo en el primero 
donde encuentra su génesis, toda vez que es la existencia de cinco delitos 
específicos (delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, robo de vehículos 
y trata de personas), la que justifica el inicio de los procedimientos de extinción de 
dominio. Entonces, al ser una figura ligada a la comisión de esos ilícitos cuya 
persecución puede corresponder en ciertos casos al orden local y, en otros, al 
federal, es inconcuso que debe atenderse a la competencia para legislar en esos 
delitos para conocer a quién corresponde su regulación legislativa, ya que es una 
consecuencia de su comisión y por virtud de la cual el Estado solicita a un juez 
que se apliquen en su favor bienes cuyo dominio se declare extinto en la sentencia 
y la víctima del delito puede obtener, efectivamente, la reparación del daño. Ahora 
bien, la competencia de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal puede darse: 
a) en una vertiente normativa, donde se ubica la facultad de legislar sobre 
aspectos sustantivos como es el caso del delito de robo de vehículos; o, b) en una 
operativa, a la que corresponden los delitos que pueden ser concurrentemente 
perseguidos, juzgados y condenados, como lo son el narcomenudeo, la trata de 
personas y el secuestro; de manera que del contraste del catálogo constitucional, 
únicamente el delito de delincuencia organizada queda fuera de la competencia de 
ese órgano legislativo local, sea normativa u operativa. Por tanto, en la medida en 
que el Distrito Federal tiene competencia para conocer de los delitos 
mencionados, con excepción del de delincuencia organizada, debe entenderse 
que también está facultado para legislar en lo relativo a la figura de la extinción de 
dominio, que si bien es autónoma de los procesos penales respectivos, guarda 
relación con éstos, en tanto es su existencia la que justifica el inicio de los 
procedimientos de extinción e inclusive, en el caso de que se dicte un fallo 
absolutorio, por no acreditarse los elementos del cuerpo del delito, su conclusión. 



Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio; Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 33/2013. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Mireya Meléndez Almaraz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo en revisión 399/2012. 22 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma, Rosalía Argumosa López y Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 
Amparo directo 22/2013. 22 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio; Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía 
Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma 
y Julio César Ramírez Carreón. 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 15/2015 (10a.) 
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. INTERPRETACIÓN TELEOLÓGICA DEL ARTÍCULO 
22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. La acción de extinción de dominio tiene por objeto privar del 
derecho de propiedad a una persona, respecto de bienes que son instrumento, 
objeto o producto de los delitos previstos en el párrafo segundo, fracción II, del 
artículo 22 constitucional (delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, 
robo de vehículos y trata de personas), sin lugar a compensación, retribución ni 
indemnización alguna. Ahora bien, en relación con los procesos legislativos que 
dieron lugar a la incorporación de esa institución en el derecho mexicano, el 
órgano reformador de la constitución partió de dos premisas: 1) la extinción de 
dominio tiene por objeto introducir un régimen de excepción para combatir a la 
delincuencia organizada, por la comisión de los delitos citados; y, 2) este régimen 
de excepción debía aplicarse restrictivamente y, por tanto, no utilizarse de forma 
arbitraria para afectar a personas, propietarios o poseedores de buena fe. En 
relación con la primera de esas proposiciones, el órgano legislativo advirtió 
reiteradamente la necesidad de contar con herramientas especiales para combatir 
un tipo especial de delincuencia que rebasó la capacidad de respuesta de las 
autoridades y que se distingue por sus características especiales en su capacidad 
de operación, la sofisticación de sus actividades, el impacto social de los delitos 
que comete y su condición de amenaza contra el Estado, reconociendo que los 
procesos penales vigentes no eran eficaces para afectar a la delincuencia 
organizada en su patrimonio, lo cual es indispensable para debilitar su estructura, 
aumentar sus costos, reducir sus ganancias, dificultar su operación y afectarlo de 
manera frontal; asimismo, señaló que, por regla general, los bienes que las 
bandas criminales utilizan para cometer delitos no están a nombre de los 
procesados y, aun cuando sea evidente que se utilizan como instrumento para el 
delito o que son producto de las operaciones delictivas, la falta de relación directa 
con los procesados impedía que el Estado pudiera allegarse de ellos. Así, la 
regulación de la extinción de dominio tuvo por objeto adecuar las estructuras 
constitucionales y legales para combatir eficazmente a la delincuencia organizada, 
al considerar que los mecanismos que existían con anterioridad eran insuficientes. 
Paralelamente, en relación con la segunda de las premisas apuntadas, el órgano 
reformador de la constitución destacó que dicha acción debía ejercitarse con 
absoluto respeto a la legalidad y al derecho de audiencia y al debido proceso; 
además, manifestó que un modelo eficaz no podía sustentarse exclusivamente en 
mayores facultades para las autoridades policiales sin control alguno, sino que 
debía contar con los equilibrios propios e indispensables que exige la justicia y, en 
general, un Estado democrático de derecho. Esto es, la acción de extinción de 
dominio no puede, entonces, proceder contra personas, propietarios o poseedores 
de  buena  fe con el  objeto  de  que no se incurra en arbitrariedades; tampoco 
debe aplicarse indiscriminadamente a otro tipo de conductas ni utilizarse para 
facilitar las tareas del Ministerio Público en la persecución de delitos comunes. 



Consecuentemente, el análisis de las dos premisas en que se sustenta la acción 
de extinción de dominio, permite afirmar que el órgano reformador de la 
constitución buscó, en todo momento, un equilibrio entre el respeto a los derechos 
a la seguridad pública y a la justicia penal; de ahí que la acción de extinción de 
dominio no tiene por objeto anular o vaciar de contenido los mencionados 
derechos. Por tanto, la interpretación del artículo 22 Constitucional no debe 
realizarse al margen de aquéllas sino que, por el contrario, deben 
complementarse, en la medida en que no se impida su objetivo, sobre todo 
cuando pueden estar involucradas personas afectadas que hayan procedido de 
buena fe. 

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 16/2015 (10a.) 
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. RELEVANCIA DE LA PRUEBA DE LA 
PROCEDENCIA LÍCITA DEL BIEN MATERIA DE LA ACCIÓN RELATIVA. El 
artículo 22, párrafo segundo, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos prevé diversos supuestos que pueden originar la pretensión de 
la extinción de dominio, cuyos elementos a demostrar son diferentes en cada 
caso. Así, cuando la acción relativa se ejerce sobre la base de que el bien es 
instrumento del delito o utilizado en su comisión, la prueba de la procedencia lícita 
de los bienes, si bien no es inútil, sí pierde relevancia, ya que no se cuestiona su 
procedencia, sino el uso que se le da. Ahora, a diferencia de dicha hipótesis, 
cuando se asevera que el bien es “producto del delito”, ello implica que se adquirió 
con recursos obtenidos con la comisión del hecho ilícito, por lo que cobra mayor 
peso la prueba sobre su adquisición con recursos de procedencia lícita y, en estos 
casos, el afectado tiene la carga de demostrar un hecho concreto positivo: la 
procedencia lícita del bien. Asimismo, la prueba de la procedencia lícita de los 
bienes es trascendente cuando existe una relación de confianza entre una o varias 
de las personas a las que se les atribuye la comisión de los delitos a que se refiere 
el artículo 22 citado (delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, 
robo de vehículos y trata de personas) y quien aduce ser un “afectado de buena 
fe”, en cuyo caso debe descartarse la posible actualización de la hipótesis del 
inciso d), de la fracción II, del precepto referido, que regula el caso de los 
prestanombres o testaferros. 

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 



Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
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EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA PROCEDENCIA LÍCITA DEL BIEN MATERIA DE 
LA ACCIÓN RELATIVA PUEDE SER ACREDITADA POR EL AFECTADO CON 
LOS ELEMENTOS DE PRUEBA O INDICIOS QUE TENGA A SU ALCANCE Y 
QUE, RAZONABLEMENTE, CONDUZCAN AL JUZGADOR A LA CONVICCIÓN 
DE QUE SU ORIGEN ES LEGAL. El artículo 22, fracción II, incisos a) y d) de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevén los supuestos 
en que los bienes materia de la extinción de dominio, sean instrumento, objeto o 
producto del delito o que, siéndolo, estén intitulados a nombre de terceros 
(prestanombres o testaferros), da lugar a que el afectado deba demostrar  la 
procedencia lícita del bien. Al respecto, la prueba de la procedencia lícita se 
traduce en que el titular del bien aporte elementos de prueba que razonablemente 
conduzcan al juzgador a la convicción de que el bien tiene un origen legal, como 
puede ser, enunciativa y no limitativamente, exhibir el instrumento público que 
demuestre que lo obtuvo por herencia, que lo adquirió por virtud de un préstamo 
bancario, o que a la fecha de adquisición del bien contaba con ingresos de 
procedencia lícita, ya sea mediante la exhibición de su declaración de impuestos, 
pagos provisionales de los mismos, constancias de retenciones de salarios, o de 
pagos a las instituciones de seguridad social, etcétera. Al respecto, no debe 
soslayarse que la carga de que se trata encuentra mayor dificultad cuando ha 
pasado bastante tiempo desde la adquisición del bien, en cuyo caso no se tiene la 
obligación de conservar la documentación mencionada (por ejemplo, los 
contribuyentes se encuentran obligados a conservar su documentación fiscal 
solamente por el plazo de cinco años); de manera que, en aquellos casos en que 
la adquisición del bien se haya realizado más de diez años atrás, atendiendo a 
que ése es el plazo mayor de prescripción que establece la ley, no sería razonable 
exigir que se almacene o archive toda la documentación y, por lo tanto, se 
demuestre en forma detallada y precisa el origen de cada peso con el cual se 
pagó el precio del bien; en tales casos, es posible aportar elementos de prueba o 
indicios que puedan razonablemente conducir al juzgador a la convicción de que el 
bien tiene procedencia lícita, ya sea con documentos, testimoniales o cualquiera 
otra prueba, siempre que no esté prohibida por la ley, en cuyo caso el juzgador 
debe atender a las reglas de la lógica y máximas de la experiencia, en relación 
con las circunstancias del caso, al llevar a cabo su valoración. Lo anterior es 
importante para descartar la hipótesis del inciso d), fracción II, del artículo 22 
constitucional, de manera que sólo aquél titular que acredite la procedencia lícita 
del bien, conforme al parámetro establecido, podrá ser considerado “afectado de 
buena fe”, para los efectos del inciso c), fracción II, del artículo 22 constitucional. 
Lo anterior, ya que en caso contrario se estaría incumpliendo con la finalidad que 
persigue la extinción de dominio, esto es, privar a la delincuencia organizada de su 
patrimonio, al encontrar un obstáculo en el mero hecho de que el bien esté 
intitulado a favor de un tercero, cuando sea evidente que los bienes materia de la 



acción se utilizan como instrumento para el delito o que son producto de 
operaciones delictivas. 

 Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 18/2015 (10a.) 
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN 
TORNO A LAS CARGAS PROBATORIAS CUANDO HAY UN AFECTADO QUE 
ADUCE SER DE BUENA FE. Es afectado de buena fe la persona que tiene algún 
derecho real sobre los bienes materia de la acción de extinción de dominio, que 
acredite la legítima procedencia del bien y no existan evidencias de que haya 
participado o tenido conocimiento de la actividad delictiva; quien debe ser llamado 
al juicio relativo, en el que se respeten las formalidades esenciales del 
procedimiento, para deducir sus derechos con apego a sus garantías 
constitucionales, y sin privarlo de la posibilidad de defenderse. Ahora bien, en 
atención a lo anterior y en términos del artículo 22, párrafo segundo, fracción III, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el afectado que 
afirma ubicarse en esa descripción debe demostrar, según sea el caso, tres 
cuestiones: 1) la procedencia lícita de los bienes; 2) que su actuación es de buena 
fe; y, 3) que estaba impedido para conocer la utilización ilícita de sus bienes. En lo 
que respecta al primero de esos puntos, su demostración es imperativa cuando la 
acción se funda en que los bienes sean producto del delito o existan indicios de 
que se trata de un prestanombre o testaferro, empero cuando se ejerce por el uso 
que se les da a esos bienes, la prueba atinente a la procedencia lícita de los 
bienes pierde trascendencia. Por lo anterior y con independencia de que el 
afectado deba o no demostrar la procedencia lícita del bien, en todos los casos 
sólo puede defenderse acreditando que su actuación es de buena fe y que estaba 
impedido para conocer su utilización ilícita; sin embargo, acreditar la “buena fe” a 
falta de indicios o elementos de prueba que demuestren la mala fe del afectado, 
se torna prácticamente imposible. Por lo anterior, la interpretación del artículo 22, 
párrafo segundo, fracción II, inciso c), en relación con su fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, requiere necesariamente 
que la parte actora aporte datos que, de forma razonable, permitan considerar la 
mala fe del afectado, o los indicios de que tuvo o debió haber tenido conocimiento 
de los hechos delictivos, ya que sólo dando al afectado la posibilidad de desvirtuar 
dichos datos o elementos puede demostrar que su actuación es de buena fe, en 
los términos señalados por la fracción citada. Lo anterior confirma el principio 
general del derecho que señala que la “buena fe” se presume y es acorde al 
principio ontológico de la prueba, pues lo ordinario, que viene a ser la buena fe se 
presume, y lo extraordinario, que es la mala fe, se prueba. Por tanto, la norma no 
debe interpretarse en el sentido de que la carga probatoria corresponde en su 
totalidad al afectado de buena fe, pues ello no lleva a un equilibrio entre la acción 
de extinción de dominio y las garantías constitucionales. Así, el precepto 
constitucional citado prevé el derecho de defensa del afectado de buena fe, y para 
que dicha defensa pueda generarse, debe partirse de que el ejercicio de la acción 
de extinción de dominio impone a la actora la obligación de aportar al juicio 
elementos suficientes para acreditar: a) que sucedió el hecho que se adecua a la 



descripción legal de los delitos de delincuencia organizada, contra la salud, 
secuestro, robo de vehículos o trata de personas, contenidos en la legislación 
penal que sea aplicable para juzgar el delito que corresponda; b) que los bienes 
objeto del juicio son instrumento, objeto o producto de los delitos enumerados en 
el inciso anterior; y, c) que el dueño tuvo conocimiento de lo anterior. 

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 19/2015 (10a.) 
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. ELEMENTOS QUE DEBE DEMOSTRAR EL 
MINISTERIO PÚBLICO AL EJERCER LA ACCIÓN RELATIVA. Del artículo 22, 
párrafo segundo, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, derivan las siguientes premisas: 1) La acción de extinción de dominio 
sólo procede respecto de bienes que han sido instrumento, objeto o producto de 
los delitos de delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, robo de 
vehículos y trata de personas; 2) Al ejercer su acción, el Ministerio Público debe 
aportar al juicio relativo “elementos suficientes” para acreditar, en primer lugar, que 
tuvieron lugar los hechos ilícitos que se adecuan a la descripción normativa de los 
delitos mencionados, de acuerdo con la legislación penal que sea aplicable para 
juzgarlos; en segundo, que los bienes objeto del juicio fueron instrumento, objeto o 
producto de los delitos citados; y, en tercero, en el supuesto de que los bienes se 
hayan utilizado para la comisión de delitos por parte de un tercero, el 
representante social deberá aportar datos que razonablemente permitan sostener 
que ello se realizó con conocimiento del propietario de los bienes. Así, a falta de 
pruebas directas, la mala fe debe acreditarse adminiculando diversos indicios que 
conduzcan al juzgador a la convicción de que el afectado conocía y permitía la 
comisión de los delitos con sus bienes. Lo anterior implica una carga de la prueba 
dinámica, que no queda en forma absoluta en una sola de las partes, y que se 
compone de hechos concretos, susceptibles de acreditarse o desvirtuarse. Una 
interpretación contraria, además de conculcar el orden constitucional y validar la 
actuación arbitraria por parte de la autoridad, no cumpliría con la finalidad que 
persigue la figura de extinción de dominio, esto es, combatir a la delincuencia 
organizada. 

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 



Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 20/2015 (10a.) 
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. CONCEPTO DE HECHO ILÍCITO PARA EFECTOS 
DE LA ACCIÓN RELATIVA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). La 
referencia al hecho ilícito, contenida en el artículo 2, fracción VIII, de la Ley de 
Extinción de Dominio para el Distrito Federal, está asignada a un hecho que 
encuadra en alguno de los tipos penales que establece el artículo 22, párrafo 
segundo, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(típico), y que es contrario a derecho (antijurídico). En ese sentido, el concepto de 
cuerpo del delito, utilizado en el sistema procesal penal tradicional mixto, ahora es 
denominado hecho ilícito, para referirse a la acción u omisión considerada como 
delito por la ley penal, en el entendido de que su constatación es a título 
descriptivo y despersonalizado, esto es, la comprobación del hecho ilícito en la 
extinción de dominio requiere la demostración de que ocurrió un evento histórico 
que se adecua a la descripción de alguno de los delitos previstos en el artículo 4 
de la ley citada, de conformidad con el artículo 22 constitucional, debiéndose dejar 
de lado el análisis a título personal de la conducta y culpabilidad como atributos de 
responsabilidad específica de quien lo haya cometido. En ese sentido, es factible 
dejar de analizar causas de justificación o excluyentes de delito a título personal, 
ya que para eso está el procedimiento penal. Por ello, la acción de extinción de 
dominio procede aun cuando no se haya dictado la sentencia que determine la 
responsabilidad penal del sujeto a quien se le reprocha su comisión, pero existan 
elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió. 

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 



Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 21/2015 (10a.) 
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA AUTONOMÍA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 
22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, ENTRE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO Y EL PENAL NO ES 
ABSOLUTA, SINO RELATIVA. De la interpretación teleológica del artículo 22, 
párrafo segundo, fracción I, de la Constitución Federal, en el sentido de que el 
procedimiento de extinción de dominio es jurisdiccional y autónomo del de materia 
penal, se concluye que dicha separación no es absoluta, sino relativa, porque la 
autonomía a que se refiere la disposición constitucional citada debe entenderse 
como la independencia de aquel que juzga sobre el tema de la extinción de 
dominio y del que ha de emitir una decisión en cuanto a la responsabilidad de 
quien está sujeto al juicio penal, de forma que tal distinción involucra 
independencia: a) en la normatividad que cada uno de ellos ha de aplicar en el 
proceso del que es rector; b) en el desarrollo de cada uno de los juicios; y, c) en la 
decisión que adopten sobre temas respecto de los cuales no compartan 
jurisdicción (básicamente la responsabilidad penal, por no ser éste un tópico sobre 
el que ambos jueces deban decidir); sin embargo, tal disociación no se aplica en la 
calificación de los elementos del cuerpo del delito, pues en cuanto a ese preciso 
aspecto, existe una vinculación total, de manera que, generalmente, el Juez de 
Extinción de Dominio debe sujetarse a la decisión que adopte el especializado en 
la materia penal cuando éste concluye, en una resolución intraprocesal, que los 
elementos del cuerpo del delito no quedaron acreditados, o al dictar la sentencia 
definitiva, que el delito no se demostró. Al respecto, se parte de la base de que, 
desde su génesis, ambos procesos tienen como denominador común los hechos 
que dieron origen a una averiguación previa que, una vez escindida da lugar a dos 
tipos de juicio: 1) el penal (encaminado a la sanción por la comisión de delitos); y, 
2) el de extinción de dominio (enderezado a declarar derechos patrimoniales), 
situación que impide afirmar la existencia de una autonomía absoluta, pues el 
propio artículo 22 constitucional sujeta a ambos procedimientos entre sí. En 
efecto, el precepto constitucional citado prevé que la extinción de dominio procede 
respecto de los bienes que sean instrumento, objeto o producto del delito, aun 
cuando no se haya dictado la sentencia que determine la responsabilidad penal, 
pero existan elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió. 
Así, dicho artículo permite afirmar válidamente que el legislador partió de la base 
de que, paralelamente al ejercicio de la acción penal, se ejercería la de extinción 
de dominio; de ahí que, en primer orden, el Estado (a través del Ministerio Público) 
habría de llevar a cabo las investigaciones para la persecución del delito e incluso, 
en su caso, proceder al ejercicio de la acción penal de contar con los elementos 
necesarios para ello, pues sólo así se explica la aclaración en el sentido de que la 
extinción de dominio procede “aun cuando no se haya dictado (en el proceso 
penal) la sentencia que determine la responsabilidad penal”, lo que supone que ha 
habido al menos una calificación a cargo de la autoridad judicial penal sobre la 



existencia de alguno de los delitos previstos en el artículo 22 de la Constitución 
Federal, como presupuesto para el ejercicio de la acción de extinción de dominio. 

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
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EXTINCIÓN DE DOMINIO. POR REGLA GENERAL, LA ACCIÓN RELATIVA 
ESTÁ SUJETA A QUE EL JUEZ DE LA CAUSA PENAL EMITA ALGUNA 
DECISIÓN EN LA QUE AFIRME QUE LOS HECHOS CONSIGNADOS 
ACREDITAN EL CUERPO DEL DELITO DE ALGUNO DE LOS ILÍCITOS 
PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN II, CONSTITUCIONAL. La 
fracción I, del citado numeral, prevé que el procedimiento de extinción de dominio 
es jurisdiccional y autónomo del de materia penal; autonomía que debe 
entenderse relativa ante la vinculación que, desde su origen, guardan ambos 
procedimientos en lo que ve a la acreditación del hecho ilícito, de forma que, por 
regla general, la acción de extinción de dominio está sujeta a que el juez de la 
causa penal haya emitido alguna decisión (en orden de aprehensión o 
comparecencia, auto de formal prisión o de sujeción a proceso) en la que afirme 
que los hechos consignados por el Ministerio Público acreditan el cuerpo del delito 
de alguno de los ilícitos previstos en la fracción II del precepto constitucional 
citado, para dar seguridad jurídica desde el inicio del juicio de extinción de 
dominio. Al respecto, no queda inadvertido que una decisión judicial de esa 
naturaleza está sujeta a que exista una consignación ante el juez penal, lo que 
supone que se conoce de la existencia de algún sujeto a quien se le imputa la 
comisión del delito; sin embargo, con el conocimiento de que existen casos en los 
que el Ministerio Público está imposibilitado para ejercer la acción penal porque, a 
pesar de haber localizado bienes que, por ejemplo, se emplean como instrumento 
u objeto del delito, e inclusive que son producto de aquél, se desconoce la 
identidad del probable responsable de su comisión, supuesto en el cual, no sería 
posible ejercer la acción penal ni, por ende, obtener una resolución judicial en la 
que se califique si los hechos consignados constituyen o no uno de los delitos 
previstos en el artículo 22 constitucional. En esas circunstancias, debe admitirse 
que tales casos constituyen una excepción a la regla y que, entonces, ante la falta 
de calificación del delito a cargo del juez de la causa penal, corresponde al de 
extinción de dominio, a partir de los elementos aportados por el Ministerio Público, 
resolver si con ellos se demuestra la comisión del hecho ilícito, en cuyo caso, el 
estándar de prueba se torna de mayor rigor para la Representación Social; 
aspecto que el juez de extinción de dominio deberá determinar en cada caso. Así, 
dicha excepción tiene lugar porque, lo que es irrelevante en el juicio de extinción 
de dominio, es la decisión que el juzgador penal adopte sobre la probable 
responsabilidad penal del inculpado o su culpabilidad en sentencia definitiva, pues 
tal responsabilidad no constituye uno de los elementos necesarios para declarar 
extinto el dominio del propietario; sin embargo, lo que trasciende es la no 
comprobación del hecho ilícito. En ese sentido, el juez de extinción de dominio 
está facultado para requerir oficiosamente, al juzgador ante quien se siga la causa 
penal, antes de resolver en definitiva, las constancias del juicio para resolver de 
forma congruente con la de su homólogo penal, en lo que ve a la acreditación del 
hecho ilícito que genere el ejercicio de la acción de extinción de dominio, si acaso 



aquél ha dictado una resolución de naturaleza intraprocesal en donde se decrete 
la no acreditación del cuerpo del delito, o bien, la no demostración del delito 
tratándose de sentencia definitiva. Por lo anterior, se concluye que existe una 
vinculación entre uno y otro juicio, en lo referente a la acreditación del hecho ilícito, 
de forma que, aun en el supuesto de que el juicio de extinción de dominio haya 
iniciado con aplicación de la excepción mencionada (es decir, sin una decisión a 
cargo del juez de la causa penal), en caso de que durante el trámite del juicio de 
extinción de dominio exista alguna consignación al juez penal a cargo del 
Ministerio Público por los hechos que dieron lugar a la extinción de dominio y que, 
por ende, aquél llegue a emitir alguna decisión sobre la no acreditación del hecho 
ilícito, deberá retomarse la regla general y entonces, su decisión impactará en la 
actuación del juez de extinción de dominio si acaso éste hubiese resuelto que sí 
estaba probado ese aspecto.  

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 



Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.



 
TESIS JURISPRUDENCIAL 23/2015 (10a.) 

 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
NO ES APLICABLE AL JUICIO RELATIVO. El artículo 20, apartado B, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos alude al principio de 
presunción de inocencia, que se define como el derecho de toda persona acusada 
de la comisión de un delito, a ser considerada como inocente en tanto no se 
establezca legalmente su culpabilidad y que, por su naturaleza, es propio del 
derecho sancionador. En efecto, el citado principio reposa en la necesidad de 
garantizarle al imputado que no será condenado sin que existan pruebas 
suficientes que destruyan su estatus de inocente; su finalidad es brindarle 
seguridad jurídica de que si no se demuestra su culpabilidad, no debe dictársele 
una sentencia condenatoria. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través 
de la Primera Sala, ya se ha pronunciado en el sentido de que el principio de 
presunción de inocencia tiene por objeto evitar que se sancione penalmente al 
probable responsable antes de que se demuestre su culpabilidad en sentencia 
definitiva y ha establecido que el citado principio pertenece al ámbito del derecho 
penal, porque está vinculado con la “responsabilidad penal” del inculpado en la 
comisión del delito. La Sala ha hecho extensiva la aplicación del mencionado 
principio al derecho administrativo sancionador sólo en cierta medida, pues ha 
determinado que “su traslado al ámbito administrativo sancionador debe realizarse 
con las modulaciones que sean necesarias para hacer compatible este derecho 
con el contexto institucional al que se pretende aplicar”, en tanto que existen 
importantes diferencias entre un proceso penal y un procedimiento administrativo 
sancionador. Ha sostenido además, que el principio de presunción de inocencia es 
inherente al derecho penal, porque está encaminado a evitar que se sancione al 
probable responsable en su persona hasta en tanto se acredite plenamente su 
culpabilidad.  Situación que también puede presentarse en el procedimiento 
administrativo sancionador, en cuanto a que también se pueden imponer 
sanciones –por ejemplo destitución e inhabilitación del servidor público–. Sin 
embargo, dicho principio no es aplicable al procedimiento de extinción de dominio, 
por la sencilla razón de que, en el tema de la responsabilidad penal del sujeto 
activo, es autónomo de la materia penal, cuenta habida que en aquél no se 
formula imputación al demandado por la comisión de un delito. Esto es, si bien la 
acción de extinción de dominio tiene su origen en la comisión de los delitos de 
delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos y 
trata de personas, también lo es que su objeto –como se ha repetido con 
insistencia–, no es sancionar penalmente al responsable en la comisión de dichos 
antisociales, sino resolver sobre la vinculación existente entre un determinado bien 
relacionado con actividades de un tipo especial de crimen, con un hecho ilícito de 
las características anteriores, en todo caso, sin prejuzgar sobre la culpabilidad del 
autor o partícipe del mismo. No obstante lo anterior, el hecho de que el principio 
de presunción de inocencia no se considere extensivo al juicio de extinción de 
dominio ─al no tener por objeto juzgar penalmente a los responsables de la 
comisión de los delitos─, no significa soslayar el respeto a la dignidad humana del 



demandado y el trato procesal imparcial, traducido en la satisfacción de su 
garantía de defensa adecuada en relación con su patrimonio, ni puede traducirse 
en posicionar de facto al posible afectado en una condición tal que sea él a quien 
corresponda demostrar la improcedencia de la acción, pues para tal efecto se 
parte de la presunción de buena fe a partir de la cual se activa la dinámica del 
onus probandi y se distribuye la carga probatoria que corresponde a cada una de 
las partes. En consecuencia, en su carácter de órgano protector del orden 
constitucional, este alto tribunal estima que si al juicio de extinción de dominio no 
le son aplicables los principios del derecho penal por considerarse de naturaleza 
distinta, no por ello está exento de que se respeten las garantías mínimas previas 
al acto de privación de su propiedad, como podrían ser las garantías de los 
procedimientos civiles, incluyendo a la presunción de buena fe, que es un principio 
general del derecho que está implícito en la Constitución Federal, a fin de no dejar 
en estado de indefensión al posible afectado, ya que sólo teniendo la oportunidad 
de desvirtuar los hechos concretos que se le imputen, podrá demostrar su buena 
fe. 

Amparo en revisión 437/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Mireya Meléndez Almaraz, Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Rosalía Argumosa López, Julio César Ramírez Carreón, Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras y Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo directo en revisión 969/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras, Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Horacio 
Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón.  
 
Amparo directo 58/2011. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz Contreras, Horacio Nicolás 
Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 
 
Amparo directo 3/2012. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio César Ramírez Carreón, 
Mireya Meléndez Almaráz, Rosalía Argumosa López, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras y Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 



Amparo directo 49/2012. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalía Argumosa López, Mireya Meléndez Almaráz, Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras, Horacio Nicolás Ruíz Palma y Julio César Ramírez Carreón. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 29/2015 (10ª) 
  
 
DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS TANTO POR LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, COMO EN LOS 
TRATADOS INTERNACIONALES. PARA DETERMINAR SU CONTENIDO Y 
ALCANCE DEBE ACUDIRSE A AMBAS FUENTES, FAVORECIENDO A LAS 
PERSONAS LA PROTECCIÓN MÁS AMPLIA. Acorde con lo sostenido por el 
Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 
jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.)¹, las normas de derechos humanos contenidas 
en los tratados internacionales y en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no se relacionan entre sí en términos jerárquicos, ya que se integran al 
catálogo de derechos que funciona como un parámetro de regularidad 
constitucional. Por tanto, cuando un derecho humano esté reconocido tanto en la 
Constitución Federal, como en los tratados internacionales, debe acudirse a 
ambas fuentes para determinar su contenido y alcance, favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia; en el entendido de que cuando 
exista en la Constitución una restricción expresa al ejercicio de un derecho 
humano, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional. 

Amparo directo en revisión 4533/2013. 18 de junio de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 

Amparo directo en revisión 4/2014. 13 de agosto de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Arturo Meza 
Chávez. 

Amparo directo en revisión 1337/2014. 22 de octubre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 

Amparo directo en revisión 2680/2014. 12 de noviembre de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 

Amparo directo en revisión 3113/2014. 28 de enero de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 



Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César 
Ramírez Carreón. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 33/2015 (10a.) 
 

ARRAIGO. LA ORDEN RELATIVA NO ACTUALIZA LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS (ABANDONO DE LA TESIS 
AISLADA 1a. LXXXIII/2001). La causa de improcedencia del juicio de amparo 
prevista tanto en la Ley de Amparo abrogada como en la vigente, consistente en  
‘Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado’, ha sido interpretada por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que, para que se 
actualice, se requiere de lo siguiente: a) desde luego, de un acto de autoridad que 
se estime lesivo de derechos fundamentales y que motive la promoción de la 
demanda de amparo en su contra; b) de un acto de autoridad que sobrevenga, 
dentro del procedimiento constitucional, dejando insubsistente, en forma 
permanente, el que es materia del juicio de amparo; c) de una situación de hecho 
o de derecho que destruya, en forma definitiva, el acto que se reclama, volviendo 
las cosas al estado que tenían antes de la promoción de la demanda de garantías; 
d) de una situación de hecho que sobrevenga durante la tramitación del juicio y 
haga imposible el cumplimiento de la sentencia protectora que, en su caso, llegare 
a pronunciarse. Asimismo, ha sustentado que para su configuración, no es 
suficiente que la autoridad responsable derogue o revoque el acto reclamado, sino 
que es necesario, además, que sus efectos queden destruidos de manera 
absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el amparo, es 
decir, como si se hubiese restituido al quejoso en el pleno goce del derecho 
violado, de tal manera que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la 
violación constitucional. Ahora bien, la orden de arraigo tiene dos momentos: la 
restricción de la libertad deambulatoria del indiciado, por un término no mayor a 
cuarenta días; y que, en ese plazo, se recaben elementos probatorios por el 
Ministerio Público para lograr el éxito de la investigación. Es claro que el primer 
momento inicia y fenece el día y hora que indica la autoridad judicial al momento 
de emitir dicho acto; el segundo momento, al estar sujeto a un plazo tiene principio 
y fin; sin embargo, las pruebas que se recaben en dicho plazo, que tienen el 
objetivo de lograr el éxito de la averiguación, lógico es, no fenecen con este último, 
pues lo obtenido tendrá efectos en actos judiciales posteriores. En esta tesitura, si 
para considerar actualizada la causa de improcedencia por cesación de efectos no 
es suficiente que la autoridad responsable derogue o revoque el acto reclamado, 
sino que es necesario que sus consecuencias queden destruidas de manera 
absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el amparo y 
restituido al quejoso en el pleno goce del derecho transgredido de tal manera que 
las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación constitucional, ello 
permite concluir que contra el acto consistente en la orden de arraigo no puede 
sobrevenir dicho supuesto de improcedencia pues las pruebas recabadas en su 
duración subsistirán y tendrán efectos en actos de autoridad concretos 
posteriores, por lo que no puede actualizarse la causa de improcedencia del juicio 
de amparo por cesación de efectos. Por lo anterior, se abandona el criterio 
sustentado en la tesis aislada 1a. LXXXIII/2001, emitida por la Primera Sala, de 
rubro: “ARRAIGO. CESAN SUS EFECTOS CUANDO CON MOTIVO DE LA 
EMISIÓN DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN SE HAYA LEVANTADO DICHA 



MEDIDA PRECAUTORIA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, agosto de 2001, página 168.  
  
Amparo en revisión 164/2013. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza. 
 
Amparo en revisión 38/2014. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza. 
 
Amparo en revisión 69/2014. 14 de mayo de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 550/2013. 14 de mayo de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 2063/2013. 3 de septiembre  de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 35/2015 (10a.) 
         

PRUEBA ILÍCITA. TIENE ESE CARÁCTER LA DECLARACIÓN DEL 
IMPUTADO RENDIDA SIN LA ASISTENCIA JURÍDICA DE UN DEFENSOR 
PROFESIONAL EN DERECHO, POR LO QUE SU EXCLUSIÓN VALORATIVA 
DEBE REALIZARSE CON INDEPENDENCIA DE SU CONTENIDO. La forma de 
garantizar y proteger el derecho humano de defensa adecuada implica que, 
inclusive, a partir del momento de la detención, el imputado esté en posibilidad de 
nombrar a un defensor profesional en derecho que lo asista jurídicamente, de tal 
manera que cuando rinda su inicial declaración no solamente esté en condiciones 
de negar la imputación sino de aportar las pruebas que considere pertinentes para 
ejercer el derecho de defensa adecuada. Sin que por ello deba entenderse que 
exista la obligación de probar para el imputado al margen del principio de 
presunción de inocencia, sino de contar con la posibilidad de ejercer el derecho de 
defensa en las condiciones que éste estime pertinentes. En consecuencia, es 
inadmisible considerar que la simple negativa de la acusación o incluso la reserva 
para no declarar por parte del imputado no trasciendan en el ejercicio de la 
defensa adecuada. En principio, esto será válido siempre que el imputado esté 
debidamente asesorado por un profesional en derecho, pues en esta medida 
estará en condiciones de asumir las consecuencias que ello representa y optar por 
esta posición por considerar que le resulta benéfica. Sin embargo, lo anterior no 
puede entenderse como una regla general, pues habrá condiciones en las que 
incluso la omisión de declarar o de negar la imputación, sin la asistencia técnica 
debida, pueden implicar una afectación jurídica trascendental para el imputado, 
que no hubiera resentido con tal magnitud si bajo el consejo de un profesionista en 
derecho hubiera podido exponer su versión sobre los hechos que se le atribuyen, 
de forma que coadyuve a su defensa, aporte las pruebas que considere 
pertinentes o, incluso, pudiera no negar la comisión de la conducta atribuida sino 
aceptarla y exponer las razones que justificaron su actuar, pues ello pudiera dar 
lugar a atenuar o excluir el reproche penal. En consecuencia, la posibilidad de 
negar la imputación por parte del imputado es una condición contingente que de 
ninguna manera anula el carácter ilícito de la declaración que rindió sin la 
asistencia de un profesionista en derecho, que por tratarse de una violación 
directa al derecho humano de defensa adecuada no puede ser objeto de 
valoración probatoria, sino que debe ser excluida como medio de prueba, con 
independencia de su contenido.  

Amparo directo en revisión 1519/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1520/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 



Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 449/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José 
Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 3535/2012. 28 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  
 
Amparo directo en revisión 2677/2013. 18 de septiembre de 2013. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 38/2015 (10ª) 
   
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. 
NO ES UNA CUESTIÓN DE SUBSIDIARIEDAD, POR LO QUE DEBE 
LLEVARSE A CABO AUN CUANDO EL DERECHO HUMANO DE QUE SE 
TRATE ESTÉ CONTENIDO EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La obligación de 
ejercer el control ex officio de constitucionalidad y convencionalidad de una norma 
se actualiza aun en aquellos casos en los que el derecho humano de que se trate 
esté regulado en la propia Constitución Federal. Lo anterior, porque el Tribunal 
Pleno, al resolver el expediente Varios 912/2010, no hizo esa acotación, ni 
determinó que el control ex officio fuera una cuestión de subsidiariedad, sino que 
más bien recalcó que los jueces y todas las autoridades del país estaban 
obligados a velar por los derechos humanos y que esa vigilancia se traducía, en el 
caso de los juzgadores, en un problema interpretativo; para ello, se requiere que 
lleven a cabo efectivamente ese control en aquellos casos en los que la norma 
que se va a aplicar despierte sospechas para la autoridad aplicadora o sea 
señalada por el interesado como violatoria de derechos en el juicio de amparo; en 
esos supuestos, deberá además llevar a cabo el ejercicio en los tres pasos que 
indica el expediente Varios 912/2010: interpretación conforme en sentido amplio, 
interpretación conforme en sentido estricto y, en su caso, inaplicación. 
 
Amparo directo en revisión 3200/2012. 8 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
Amparo directo en revisión 909/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló 
voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
Amparo directo en revisión 2916/2013. 13 de agosto de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio 
Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo directo en revisión 3797/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio 
Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo directo en revisión 3274/2014. 12 de noviembre de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 



Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 42/2015 (10a.) 
      
 

PATRIA POTESTAD. SU CONFIGURACIÓN COMO UNA INSTITUCIÓN 
ESTABLECIDA EN BENEFICIO DE LOS HIJOS. La configuración actual de las 
relaciones paterno-filiales ha sido fruto de una importante evolución jurídica. Con 
la inclusión en nuestra Constitución del interés superior del menor, los órganos 
judiciales deben abandonar la vieja concepción de la patria potestad como poder 
omnímodo del padre sobre los hijos. Hoy en día, la patria potestad no se configura 
como un derecho del padre, sino como una función que se le encomienda a los 
padres en beneficio de los hijos y que está dirigida a la protección, educación y 
formación integral de estos últimos, cuyo interés es siempre prevalente en la 
relación paterno-filial, acentuándose asimismo la vigilancia de los poderes públicos 
en el ejercicio de dicha institución en consideración prioritaria del interés del 
menor. Es por ello que abordar en nuestros días el estudio jurídico de las 
relaciones paterno-filiales y en particular de la patria potestad, requiere que los 
órganos jurisdiccionales partan de dos ideas fundamentales, como son la 
protección del hijo menor y su plena subjetividad jurídica. En efecto, por un lado, el 
menor de edad está necesitado de especial protección habida cuenta el estado de 
desarrollo y formación en el que se encuentra inmerso durante esta etapa vital. La 
protección integral del menor constituye un mandato constitucional que se impone 
a los padres y a los poderes públicos. Al mismo tiempo, no es posible dejar de 
considerar que el menor es persona y, como tal, titular de derechos, estando 
dotado además de una capacidad progresiva para ejercerlos en función de su 
nivel de madurez. 
 
Amparo directo en revisión 348/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2554/2012. 16 de enero de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 390/2013. 14 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo en revisión 518/2013. 23 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente y 



Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 269/2014. 22 de octubre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 43/2015 (10a.) 
 

MATRIMONIO. LA LEY DE CUALQUIER ENTIDAD FEDERATIVA QUE, POR 
UN LADO, CONSIDERE QUE LA FINALIDAD DE AQUÉL ES LA 
PROCREACIÓN Y/O QUE LO DEFINA COMO EL QUE SE CELEBRA ENTRE 
UN HOMBRE Y UNA MUJER, ES INCONSTITUCIONAL. Considerar que la 
finalidad del matrimonio es la procreación constituye una medida no idónea para 
cumplir con la única finalidad constitucional a la que puede obedecer la medida: la 
protección de la familia como realidad social. Pretender vincular los requisitos del 
matrimonio a las preferencias sexuales de quienes pueden acceder a la institución 
matrimonial con la procreación es discriminatorio, pues excluye injustificadamente 
del acceso al matrimonio a las parejas homosexuales que están situadas en 
condiciones similares a las parejas heterosexuales. La distinción es discriminatoria 
porque las preferencias sexuales no constituyen un aspecto relevante para hacer 
la distinción en relación con el fin constitucionalmente imperioso. Como la finalidad 
del matrimonio no es la procreación, no tiene razón justificada que la unión 
matrimonial sea heterosexual, ni que se enuncie como "entre un solo hombre y 
una sola mujer". Dicha enunciación resulta discriminatoria en su mera expresión. 
Al respecto cabe recordar que está prohibida cualquier norma discriminatoria 
basada en la orientación sexual de la persona. En consecuencia, ninguna norma, 
decisión o práctica de derecho interno, tanto por parte de autoridades estatales 
como de particulares, pueden disminuir o restringir los derechos de una persona a 
partir de su orientación sexual. Así pues, bajo ninguna circunstancia se puede 
negar o restringir a nadie un derecho con base en su orientación sexual. Por tanto, 
no es factible hacer compatible o conforme un enunciado que es claramente 
excluyente. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana 
Osuna y David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 122/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.  
 



Amparo en revisión 591/2014. 25 de febrero de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.  
 
Amparo en revisión 704/2014. 18 de marzo de 2015. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana 
Osuna. 
 



  
TESIS JURISPRUDENCIAL 45/2015 (10a.) 

 
LIBERTAD CONFIGURATIVA DEL LEGISLADOR. ESTÁ LIMITADA POR LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN 
QUE OPERAN DE MANERA TRANSVERSAL. Si bien los Congresos estatales 
poseen libertad de configuración para regular el estado civil de las personas, dicha 
facultad se encuentra limitada por los mandatos constitucionales y el 
reconocimiento de derechos humanos desde la Constitución y los tratados 
internacionales suscritos por México. El principio de igualdad y no discriminación 
aplica de manera transversal a los demás derechos humanos, y cualquier 
distinción, restricción, exclusión o preferencia en el ejercicio de dicho derecho que, 
además, se encuentre basada en alguna de las categorías prohibidas, constituye 
una violación del derecho citado. La discriminación puede operar de manera legal 
o de hecho, por objeto o resultado (directa o indirecta), o a través de la omisión de 
adoptar medidas temporales diferenciadas para responder o evitar perpetuar 
situaciones de discriminación estructural. Además, la discriminación puede tener 
un efecto único en el tiempo o puede operar también de manera continuada. La 
mera vigencia de una ley puede discriminar directamente a una persona o grupo 
de personas, o bien, puede discriminar indirectamente debido a un impacto 
diferenciado. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana 
Osuna y David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 122/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.  
 
Amparo en revisión 591/2014. 25 de febrero de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.  



 
Amparo en revisión 704/2014. 18 de marzo de 2015. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana 
Osuna. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 46/2015 (10a.) 
 
MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. NO EXISTE RAZÓN DE 
ÍNDOLE CONSTITUCIONAL PARA NO RECONOCERLO. Las relaciones que 
entablan las parejas del mismo sexo pueden adecuarse perfectamente a los 
fundamentos actuales de la institución matrimonial y más ampliamente a los de la 
familia. Para todos los efectos relevantes, las parejas homosexuales se 
encuentran en una situación equivalente a las parejas heterosexuales, de tal 
manera que es totalmente injustificada su exclusión del matrimonio. La razón por 
la cual las parejas del mismo sexo no han gozado de la misma protección que las 
parejas heterosexuales no es por descuido del órgano legislativo, sino por el 
legado de severos prejuicios que han existido tradicionalmente en su contra y por 
la discriminación histórica. El derecho a casarse no sólo comporta el derecho a 
tener acceso a los beneficios expresivos asociados al matrimonio, sino también el 
derecho a los beneficios materiales que las leyes adscriben a la institución. En el 
orden jurídico mexicano existen una gran cantidad de beneficios económicos y no 
económicos asociados al matrimonio. Entre éstos destacan los siguientes: (1) 
beneficios fiscales; (2) beneficios de solidaridad; (3) beneficios por causa de 
muerte de uno de los cónyuges; (4) beneficios de propiedad; (5) beneficios en la 
toma subrogada de decisiones médicas; y (6) beneficios migratorios para los 
cónyuges extranjeros. En este sentido, negar a las parejas homosexuales los 
beneficios tangibles e intangibles que son accesibles a las personas 
heterosexuales a través del matrimonio implica tratar a los homosexuales como si 
fueran "ciudadanos de segunda clase", lo cual esta Primera Sala no comparte. No 
existe ninguna justificación racional para reconocer a los homosexuales todos los 
derechos fundamentales que les corresponden como individuos y, al mismo 
tiempo, reconocerles un conjunto incompleto de derechos cuando se conducen 
siguiendo su orientación sexual y se vinculan en relaciones estables de pareja. 
Los modelos para el reconocimiento de las parejas del mismo sexo, sin importar 
que su única diferencia con el matrimonio sea la denominación que se da a ambos 
tipos de instituciones, son inherentemente discriminatorios porque constituyen un 
régimen de "separados pero iguales". La exclusión de las parejas del mismo sexo 
de la institución matrimonial perpetúa la noción de que las parejas del mismo sexo 
son menos merecedoras de reconocimiento que las heterosexuales, ofendiendo 
con ello su dignidad como personas y su integridad.  
 
Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 



particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana 
Osuna y David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 122/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.  
 
Amparo en revisión 704/2014. 18 de marzo de 2015. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana 
Osuna. 
 



TESIS JURISPRUDENCIAL 47/2015 (10a.) 
 
NORMAS DISCRIMINATORIAS. NO ADMITEN INTERPRETACIÓN CONFORME 
Y EXISTE OBLIGACIÓN DE REPARAR. Cuando una norma en sí misma 
discrimina a una persona o grupo de personas que se ubican en una categoría 
sospechosa, no es posible realizar una interpretación conforme, pues dicha norma 
continuaría existiendo en su redacción, aun siendo discriminatoria y contraria al 
artículo 1o. constitucional y a las obligaciones internacionales contraídas por 
México en cuanto a no discriminar con base en categorías sospechosas. Estas 
obligaciones no pueden cumplirse mediante una interpretación que varíe la base 
misma del concepto impugnado y que no modifique la situación discriminatoria 
sufrida por dichas personas. Un planteamiento como ese es incompatible con un 
Estado constitucional de derecho que aspira a tratar con igual consideración y 
respeto a todos sus ciudadanos y ciudadanas. Si se considera que una norma es 
discriminatoria, la interpretación conforme no repara dicha discriminación porque 
lo que buscan las personas discriminadas es la cesación de la constante 
afectación y su inclusión expresa en el régimen jurídico en cuestión; en otras 
palabras, no sólo acceder a esa institución, sino suprimir el estado de 
discriminación generada por el mensaje transmitido por la norma. Así pues, el 
reconocimiento público del matrimonio entre personas del mismo sexo, así como 
la inconstitucionalidad en la enunciación en caso de no preverlo expresamente, 
sitúa a la dignidad del ser humano más allá de los meros efectos restitutivos y 
articula un entendimiento de dignidad que es fundamentalmente transformativo y 
sustantivo. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana 
Osuna y David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 122/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.  
 
Amparo en revisión 591/2014. 25 de febrero de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 



Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.  
 
Amparo en revisión 735/2014. 18 de marzo de 2015. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 



TESIS  JURISPRUDENCIAL 84/2015 (10a.) 
     
 

MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. LAS NORMAS CIVILES 
QUE DEFINEN LA INSTITUCIÓN DEL MATRIMONIO COMO LA QUE SE 
CELEBRA ENTRE UN SOLO HOMBRE Y UNA SOLA MUJER, CONTIENEN 
UNA DISTINCIÓN CON BASE EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA. Las 
normas civiles que definen al matrimonio como el celebrado entre "un solo hombre 
y una sola mujer", y/o que establecen entre sus objetivos que "se unen para 
perpetuar la especie", prevén una distinción implícita entre las parejas 
conformadas por personas heterosexuales y las conformadas por personas 
homosexuales, pues mientras a las primeras se les permite el acceso al 
matrimonio, a las segundas se les niega esa posibilidad. Así, para poder 
establecer si existe una distinción implícita no es suficiente saber quiénes tienen el 
poder normativo en cuestión, sino  conocer qué se les permite hacer a esas 
personas. Aunque este tipo de normas concedan el poder normativo para casarse 
a cualquier persona, con independencia de su preferencia sexual, si ese poder 
únicamente puede ejercitarse para contraer matrimonio con alguien del sexo 
opuesto, es indudable que sí comportan en realidad una distinción basada en las 
preferencias sexuales, porque una persona homosexual únicamente puede 
acceder al mismo derecho que tiene una persona heterosexual, si niega su 
orientación sexual, lo que es precisamente la característica que lo define como tal.  
De lo anterior se concluye que este tipo de normas se encuentran basadas 
implícitamente en una categoría sospechosa, toda vez que la distinción que trazan 
para determinar quiénes pueden utilizar el poder normativo para crear un vínculo 
matrimonial se apoya en las preferencias sexuales de las personas, las cuales 
constituyen uno de los criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1o. de 
la Constitución. 
 
Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 457/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo en revisión 567/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro García Núñez. 
 



Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, en el que estima que en el caso no existió acto concreto de aplicación 
de la norma impugnada. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla 
I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular, en el que estima que en el caso no existió acto concreto de 
aplicación de la norma impugnada. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 



TESIS JURISPRUDENCIAL 85/2015 (10a.) 
 
 

MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. LA DEFINICIÓN LEGAL 
DEL MATRIMONIO QUE CONTENGA LA PROCREACIÓN COMO FINALIDAD 
DE ÉSTE, VULNERA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN. Las definiciones legales de matrimonio que contengan la 
procreación como finalidad de éste, vulneran los principios de igualdad y no 
discriminación contenidos en el artículo 1o. de la Constitución, al excluir 
injustificadamente a las parejas del mismo sexo de dicha institución, toda vez que 
no está directamente conectada con dicha finalidad. Como lo ha sostenido esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Constitución protege a la familia como 
realidad social, es decir, todas las formas y manifestaciones de familia que existen 
en la sociedad, entre las que se encuentran las homoparentales conformadas por 
padres del mismo sexo con hijos (biológicos o adoptivos) o sin ellos. En este 
sentido, la distinción resulta claramente sobreinclusiva porque quedan 
comprendidas en la definición de matrimonio las parejas heterosexuales que no 
acceden a esta institución con la finalidad de procrear, lo que muestra la falta de 
idoneidad de la medida para cumplir con la protección de la familia como realidad 
social, y que se contrapone a lo sostenido por este alto tribunal en el sentido de 
que ha desvinculado el matrimonio de la función procreativa. Por otro lado, resulta 
subinclusiva porque excluye injustificadamente del acceso al matrimonio a las 
parejas homosexuales que están situadas en condiciones similares a las parejas 
heterosexuales, lo que ocasiona que se les prive de obtener los beneficios 
tangibles e intangibles que otorga dicha institución a estas parejas y a los niños 
que decidan criar.  
 
Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 457/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo en revisión 567/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro García Núñez. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 



formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, en el que estima que en el caso no existió acto concreto de aplicación 
de la norma impugnada. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla 
I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular, en el que estima que en el caso no existió acto concreto de 
aplicación de la norma impugnada. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 



TESIS  JURISPRUDENCIAL 86/2015 (10a.) 
 
 

MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. LAS NORMAS CIVILES 
QUE IMPIDEN ESTA POSIBILIDAD, PROVOCAN UNA DOBLE 
DISCRIMINACIÓN, AL PRIVAR A LAS PAREJAS HOMOSEXUALES DE LOS 
BENEFICIOS MATERIALES Y EXPRESIVOS QUE SE OBTIENEN CON DICHA 
INSTITUCIÓN. El matrimonio comporta el derecho a tener acceso a los beneficios 
expresivos asociados a dicha institución, así como el derecho a otros beneficios 
materiales, económicos y no económicos, que las leyes adscriben al matrimonio 
(por causa de muerte de uno de los cónyuges, de solidaridad, de propiedad, en la 
toma subrogada de decisiones médicas, migratorios, etcétera). En este sentido, 
las normas civiles que impiden a las parejas del mismo sexo el acceso a la 
institución matrimonial producen una doble discriminación, pues no sólo se les 
priva a las parejas homosexuales de los beneficios expresivos que comporta el 
matrimonio, sino también de los materiales; exclusión que pudiera incluso llegar a  
afectar a sus hijos al colocarlos en un plano de desventaja respecto de los hijos de 
parejas heterosexuales. 
 
Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 457/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo en revisión 567/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro García Núñez. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, en el que estima que en el caso no existió acto concreto de aplicación 
de la norma impugnada. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla 
I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 



quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular, en el que estima que en el caso no existió acto concreto de 
aplicación de la norma impugnada. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 



  TESIS  JURISPRUDENCIAL 87/2015 (10a.) 
 
        

CONSTITUCIONALIDAD DE DISTINCIONES LEGISLATIVAS QUE SE APOYAN 
EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA. FORMA EN QUE DEBE APLICARSE EL 
TEST DE ESCRUTINIO ESTRICTO. La constitucionalidad de las distinciones 
legislativas que se apoyan en una categoría sospechosa debe analizarse a través 
de un escrutinio estricto, pues para estimarse constitucionales requieren de una 
justificación robusta que venza la presunción de inconstitucionalidad que las 
afecta. Para ello, en primer lugar, debe examinarse si la distinción basada en la 
categoría sospechosa cumple con una finalidad imperiosa desde el punto de vista 
constitucional, es decir, debe perseguir un objetivo constitucionalmente importante 
y no simplemente una finalidad constitucionalmente admisible. En segundo lugar, 
debe analizarse si la distinción legislativa está estrechamente vinculada con la 
finalidad constitucionalmente imperiosa, es decir, debe estar totalmente 
encaminada a la consecución de la finalidad, sin que pueda considerarse 
suficiente que esté potencialmente conectada con tales objetivos. Finalmente, la 
distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva para conseguir la 
finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional. 
 
Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 457/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo en revisión 567/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro García Núñez. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, en el que estima que en el caso no existió acto concreto de aplicación 
de la norma impugnada. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla 
I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 



Amparo en revisión 615/2013. 4 de junio de 2014. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló 
voto concurrente. Ausente y Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez. 
 


